Causa nº 87158. T: 37   F: 275

En la Ciudad de Dolores, a los 26 días del mes de marzo del año dos mil nueve, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº87.158, cara- tulada:"SAAVEDRA, GONZALO FERNANDO C/ BOEDO, LUIS S/ DAÑOS Y PERJUICIOS”, habiendo resultado del pertinente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 de la Const. Pcial.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie, Silvana Regina Cana- le y Francisco Agustín Hankovits.-

      El Tribunal resolvió plantear y votar las si​guientes:

-------------------C U E S T I O N E S --------------

      1a.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2a.) ¿Qué corresponde decidir?

---------------------V O T A C I O N -----------------

------A LA PRIMERA CUESTION EL DOCTORA DABADIE DIJO:-

      I.- Contra la sentencia dictada en primera instancia, que se encuentra glosada a fs. 584/594, las 

                                                 /////  

//////partes interpusieron sendos recursos de apela- ción que sostienen con los siguientes escritos agrega- dos a la causa:

      a) a fs. 607/612, expresa agravios el letrado apoderado de la parte co-demandada, Dr. Monzani, en representación del Sr. Luis Boedo. 

      b) a fs. 620/624 y vta., se queja la parte acto- ra por intermedio de su letrado apoderado, Dr. Rajoy.

      c) corridos los traslados de rigor, las recu- rrentes contestan las expresiones de agravios refe- renciadas (v, fs. 615/618 y fs. 631/633 y vta.; art. 260, 2º párr. del CPCC).

      d) La compañía de Seguros La Meridional Cía. Ar- gentina de Seguros SA., citada en garantía, al serle favorable consintió el decisorio cuestionado.

      Con el llamado firme de fs. 634, se encuentran los autos en condiciones de ser resueltos en esta instancia (art. 263, CPCC.)

      II.- Que, en lo que interesa a los recursos in- terpuestos, mediante el pronunciamiento antes mencio- nado, la iudex a-quo resolvió: (i) hacer lugar a la //

                                                 /////

//////demanda promovida por el Sr. Gonzalo Fernando Saavedra y Sra. Sandra Savignano contra el Sr. Luis Boedo, condenando en consecuencia a éste último a abonar a los actores en el plazo de 10 días de noti- ficado de la sentencia la suma total de $24.000 al Sr. Saavedra y la suma de $65.000 a la Sra. Savignano, con más los intereses correspondientes, desde la fecha de la mora y hasta su efectivo pago, a la tasa pasiva del Bco. de la Pcia. de Bs. As. en sus depósitos a 30 días; (ii) desestimar la citación en garantía de la cía. La Meridional Compañía de Seguros SA. (arts. 56 y 70, Ley 17.418); (iii) imponer las costas del proceso al demandado vencido, difiriendo, por último, las regu laciones de honorarios de los profesionales intervi nientes para la oportunidad respectiva (art. 51, ley 8904).

      III.- Los agravios.

      A. 1. Parte actora. Dos son los agravios que el decisorio le causa: a. en cuanto a la liberación de la Cía. Cit. en garantía, dejando como único responsable al co-demandado, Sr. Boedo y b. en referencia a la ta-

                                                 /////

//////sa de interés dispuesta en sentencia -tasa pasi- va-.

      2. Parte co-demandada: se queja la recurrente, de la atribución de responsabilidad a su parte en el evento dañoso y del porcentaje establecido (80%) y b. en cuanto a la exculpa y exoneración de la Cía. Cit. en garantía. 

      B. En referencia a los mismos, en principio cabe decir que la competencia revisora del Tribunal se en- cuentra circunscripta al tratamiento de aquellos ataques concretos y razonados vertidos, demostrativos –en sustento de las constancias del proceso- de la sin razón del Juzgador, es decir, en función de los agra- vios técnicos, idónea y suficientemente expuestos (arts. 260, 261, 266, 272 del CPCC), de donde es lógi- co concluir que todas aquellas consideraciones del Magistrado sentenciante que hayan servido de funda- mento a su decisión que no hayan sido atacadas debida- mente, devienen firmes e irrevisables para el Tribunal de Alzada, más allá del mayor o menor grado de acierto o error con que este se hubiere conducido (S.C.B.A., /

                                                 /////

//////Acs. 43.416, 43.697, entre otros).

      Igualmente cabe decir que es principio recibido que el Juez sólo está obligado a considerar la prueba que estima adecuada para la solución del caso y no todas las que se hayan producido. No tiene el deber de ponderar una por una y exhaustivamente todas las cons- tancias probatorias arrimadas por las partes; resulta suficiente la valoración de las que estima conducentes o decisivas para fallar; de tal manera hace bien al preferir algunas sobre otras, y omitir inclusive toda referencia a las que estimó inconducentes o no esen- ciales. Tampoco deben analizarse aisladamente, deben ponderarse en su conjunto unas con otras a fin de formar la convicción acerca de la existencia y  alcan- ce de los hechos controvertidos en el proceso (arg. art. 384 del CPCC.; CSJN, J.A. 1991-III-901; SCBA, Ac. y Sent. 1988-Y-529, y 15.6.89, DJBA 136-459). 

      Sentado ello, he de decir adelantando mi opinión sobre las cuestiones en tratamiento, que si bien las referidas postulaciones han superado el examen de sufi

                                                 /////

//////ciencia (arg. art. 260, CPCC), lo cierto es que logran conmover parcialmente los fundamentos dados en la sentencia en revisión.

      IV. Respuesta.

      En principio he de abocarme al tratamiento de los agravios de la parte demandada, en cuanto a la res ponsabilidad que se le ha endilgado del evento dañoso, para luego considerar conjuntamente los agravios refe- ridos a la exoneración de la compañía aseguradora citada en garantía -agravio común de ambas partes- y por último, he de referirme a la tasa de interés dis- puesta en sentencia -agravio de la parte actora-, ello en virtud razones de orden metodológico.

      i. Responsabilidad -demandado Boedo-.

      La iudex a-quo al momento de decidir tuvo como fundamento la causa nº 685 e IIP. nº 27.563 que trami- taran en sede penal, y la cual se encuentra con senten cia firme (v. fs. 539/574).

      En la misma, el Tribunal de Casación Penal con- firmó el decisorio del Juez Correccional por el cual se condenó al accionado Luis Boedo a la pena que se le 

                                                 /////

//////impone, por hallarlo autor penalmente respon- sable en orden al delito de lesiones graves culposas agravadas en los términos del art. 94, 1er. y 2do. párr., en relación al art. 84, 2do. parr. del Código Penal.

      Como bien lo señala la sentencia en revisión, al mediar condena penal previa, de acuerdo a lo pacífi- camente resuelto por la jurisprudencia y la doctrina, a la recurrente como única alternativa revocatoria le quedaba demostrar una corresponsabilidad con la actora en el desencadenamiento del ilícito, interruptora en forma parcial del nexo causal entre el mismo y el daño provocado (art. 1102, Cód. Civil).

     Fuera de toda discusión que desde el punto de vista normativo, la cuestión planteada se resuelve por aplicación de la doctrina del riesgo creado con base en la responsabilidad objetiva que consagra el art. 1113 del Cód. Civil y la doctrina legal de nuestra Corte elaborada al respecto, es lo cierto que en aque- lla sentencia penal quedó confirmado que el Sr. Boedo, aproximadamente a las 2.30 horas, manejando un automó- 

                                                 /////

//////vil marca Peugeot 504, color blanco, dominio TZD-457, circulaba por la vía de acceso a la ciudad de Las Toninas, en sentido a la ruta 11, a la altura del km. 320, en forma imprudente, violando el deber de cui dado y con un grado de intoxicación alcohólica de 1,68 G/L de alcohol en sangre, impactó con su parte frontal izquierda a la parte frontal izquierda del automóvil Fiat Uno, domino APM-439, conducido por el Sr. Gonzalo Saavedra Puyén, quien se desplazaba por la ruta refe- rida, en sentido San Bernardo-San Clemente, sufriendo los ocupantes del Fiat Uno las lesiones que se consta- taron según informes médicos realizados oportunamente.

      A ello debo agregar, como bien sostiene el iudex a-quo, en referencia a la mecánica del hecho, que se encuentra fuera de toda controversia la responsabili- dad del demandado, en función de su flagrante viola- ción a las normas de tránsito, especialmente, a la referida a la obligación de ceder el paso al ingresar a una ruta por la prioridad de paso de que gozan quienes transitan por ella; sumado a ello, debe espe- cialmente considerarse el conducir con un alto grado /

                                                 /////

//////de alcoholemia (v, fs. 156).

      No deben quedar dudas, entonces, en el sentido que lo referido configuró "el hecho principal" que prevén los arts. 1102 y 1103 del Cód.Civil, que para la sentencia condenatoria o absolutoria, lo integran los hechos descriptos exactamente en la figura delic- tiva a lo que se ha dado en llamar delito tipo con to- dos sus elementos" (S.C.B.A., voto de la mayoría del Dr. Laborde, Ac. 36.631, "Pugliese, Francisco c/ Per- kins In‚s s/ cobro de Pesos", A. y S. 1987-I-285 y D. J.J.,Tº 133,p.321; ver también voto del Dr. Ghione quien sostuvo que el hecho principal "se refiere a aquellos que en la teoría han dado en llamarse "hecho típico" o "acción típica"; SCBA., Ac. nº 41.166, Sent. del 10-9-91).

      En efecto, se enfatiza actualmente en la Corte Bonaerense -aunque refiriéndose al caso del art. 1103 C. C.- que el hecho principal "no es el mero hecho del accidente sino también las circunstancias que lo rodea ron. De ahí que si en sede penal se efectuó la des- cripción de esas circunstancias... dicha conclusión no 

                                                 /////

//////puede reverse en sede civil" (SCBA., Ac. nº 40.405, 4-7-89, "Violante Héctor c/Arrastía Pablo - Daños y Perjuicios", D.J.J., Tº 137,p.85 y Ac. 36.631, cit., "Pugliese...", Sent. del 3-3-87; SCBA., Ac. nº 42.786, Sent. del 21-5-91; Ac. nº 36.846, Sent. del 26-2-88; Ac.36.440, Sent. del 16-9-86,", A. y S. 1986-III-165).

      Estas conclusiones fueron también expresamente receptadas para "la autoridad de cosa juzgada que ema- na -como en el "sublite"- de la sentencia penal de condena que alcanza al hecho principal y a las cir- cunstancias "en que se cometió y que fueron meritadas por el juez de la causa", toda vez que "debe evitarse el escándalo jurídico de sentencias contradictorias" (S.C.B.A., Ac.nº 55.369, Sent. del 22-8-95. Esta juris prudencia ha sido aceptada por otros tribunales bonae- renses (Cám.Civ. y Com. Junín, Sent. del 13-3-93; Cám. Prim.Civ. y Com.; Bahía Blanca, Sala I, Sent. del 1-9-94; etc. etc.).

      Por consiguiente, por inmodificable a lo así con cluido en la sede represiva habrá de estarse, por enci 

                                                 /////

//////ma de las probanzas que cita el recurso y en particular las disquisiciones que efectúa en cuanto a la alcoholemia del demandado, y la pretensión de lo- grar en esta Instancia la determinación de incau- salidad de la conducta del mismo en el evento, como su pretensión de endilgarle a la actora el carácter de embistente. 

      Los agravios son loables intentos del letrado apoderado a fin de tratar de disminuir la responsa- bilidad atribuida a su representado, pero no cuentan con sustento fáctico ni jurídico, habiendo el iudex a-quo correctamente realizado la apreciación de las pruebas acompañadas a la causa como el encuadramiento legal realizado (arg. arts. 384 y 456, CPCC.).

      Para concluir en este aspecto, se impone correla tivamente, el rechazo de este agravio y ante el silen- cio de la parte actora sobre la responsabilidad que se le asignara, debe mantenerse la responsabilidad en cabeza de la recurrente en el 80% establecido (arts. 512, 902, 906, 1101, 1102, 1113, Cód. Civil; 242, 260, 261, 266, 384, 456, y cocns. CPCC.).

                                                 /////

//////ii. Responsabilidad. Compañía aseguradora –terce ra citada en garantía-. 

      Tanto el actor cuanto el accionado se agravian respecto del rechazo de la citación en garantía de la aseguradora; mientras el primero hace hincapié en la obligatoriedad de contratar un seguro de responsa- bilidad civil por parte de todo aquel que transite las rutas del país y la relación existente entre la víc- tima y la compañía de seguros, el segundo lo deposita en el encuadre que se diera en la primera instancia a la conducta del accionado calificándola como “culpa grave”.

      Para arribar a aquella conclusión la iudex a quo hizo lugar a la defensa de “no seguro” en razón de con siderar que el demandado habría incurrido cuanto menos en “culpa grave” al conducir en estado de ebriedad, fundamenta la decisión en el art. 70 de la ley 17.418 y en las condiciones generales de la póliza. Señala que la aseguradora cumplió de modo adecuado con la carga que le impone el art. 56 de la LS, al haber comu 

                                                 /////

//////nicado la declinación de su responsabilidad en virtud del estado de beodez en que se encontraba Boedo al tiempo de producirse la colisión.

      Ante las quejas de ambos recurrentes la cuestión a revisar en esta instancia principia por establecer si la sentencia condenatoria en sede penal que hubo de atribuir la autoría en el hecho a Boedo como respon- sable en la producción de lesiones graves culposas agravadas, resulta adecuada para determinar la “culpa grave” requerida para exonerar a la citada en garantía de su obligación ante la víctima frente a la emanada del seguro obligatorio de responsabilidad civil, con fundamento en el estado de embriaguez del asegurado.

      a. Concepto y determinación de “culpa grave”.

      En este acápite se debe principiar diciendo que en la presente causa se unifica la condición de ase- gurado –tomador del seguro- con la de conductor del vehículo que tuvo participación activa en la pro- ducción del hecho, como ha quedado establecido.

      La ley que rige la materia de seguros en diver- sos tramos de su articulado hace referencia a la “cul-

                                                 /////

//////pa grave”, así el art. 70 dice que el asegurador queda liberado si el tomador o el beneficiario provoca el siniestro dolosamente o por culpa grave …, mientras que el art. 114 edicta que el asegurado no tiene dere- cho a ser indemnizado cuando provoque dolosamente o por culpa grave el hecho del que nace su responsa- bilidad y por último, el art. 56 establece que el ase- gurador debe pronunciarse acerca del derecho del ase- gurado dentro de los 30 días de recibida la denuncia del acaecimiento del siniestro (art. 46, ley 17.418).

      En referencia a ésta última cuestión ha quedado acreditado el intercambio epistolar entre asegurado-demandado y la aseguradora, en el que la última decli- nó toda responsabilidad en el evento dañoso, de acuer do con la cláusula 20 de las Condiciones Generales de la póliza. (fs. 209/210, 248/249, 429/433).

      Nuestro Superior Tribunal de Justicia ha dicho que determinar, conforme circunstancias de tiempo, lugar y modo del accidente, si el asegurado actuó o no con “culpa grave” a fin de liberar al asegurador de la garantía de indemnidad que asumiera constituye una ti-

                                                 /////

//////pica cuestión de hecho, no revisable en esa ins- tancia salvo demostración de absurdo (Ac. 47.966, sent. del 4-V-1993; Ac. 54.156, sent. del 5-IV-1994; Ac. 51.999, sent. del 20-II-1996).

      De allí que resulte esta instancia revisora, en su condición de tribunal de mérito, quien deba juzgar los hechos de la causa a la luz de las pruebas en ella producidas a fin de establecer la configuración de “culpa grave” en la conducta del asegurado-conductor del vehículo.

      Mientras que ha sido el Juez Hitters quien ha establecido el concepto de aquella figura, al votar en los Ac. 74.152 S 19-02-2002 y Ac. 87.541 S 24-05-2006, en los que entre otros párrafos entiendo pertinentes los siguientes; “ … vale la pena poner de relieve que la noción de culpa es genérica en nuestro Código Civil, y parte de las líneas trazadas por el art. 512 del Código Civil, que tanto en el terreno contractual como en el cuasidelictual expone los extremos que la configuran: omisión de aquellas diligencias que exi- giere la naturaleza de la obligación y que se corres- 

                                                 /////

//////pondieren a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar (Ac. 53.445, sent. del 5-IX-1995, "Acuerdos y Sentencias", 1995-III, 416). En la nota al art. 512 el codificador explica que las Leyes de Partidas reconocen tres especies de culpa: la grave, la leve y la levísima, y que la utilidad de esa graduación se relaciona con la denominada "teoría de la prestación de las culpas". Sin embargo, Vélez Sarsfield prefirió desecharla, coincidiendo con Zacha- riae en que: "La teoría de la prestación de las culpas es una de las más oscuras en el derecho. Pero en fin, ya no es permitido hablar ni de culpa lata, ni de culpa leve, ni de culpa levísima. Sin duda hay culpas, que por razón de las circunstancias, de la posición de las partes respecto de las obligaciones especiales que le son impuestas, son más graves o más ligeras las unas que las otras; pero no hay culpa que considerada en sí misma, prescindiendo de las circunstancias del lugar, del tiempo y de las personas, pueda ser clasi- ficada por datos abstractos y por una medida inva- riable y absoluta como culpa grave, como culpa leve o 

                                                 /////

//////como culpa levísima...". … Por su parte, el art. 114 de la ley 17.418 establece que el asegurado no tiene derecho a ser indemnizado cuando provoque dolosa mente o por culpa grave el hecho del que nace su responsabilidad (el destacado me pertenece). En el afán por encontrar una definición que nos permita comprender el alcance con el cual debe aprehenderse este huidizo concepto, y sin olvidar que su apre- ciación debe hacerse en concreto -conforme art. 512 citado-, coincido con Mosset Iturraspe cuando afirma que consiste en "no prever o comprender lo que todos prevén o comprenden, omitir los cuidados más elemen- tales; descuidar la diligencia más pueril, ignorar los conocimientos más comunes" (Responsabilidad por daños, t. I, nº 31, pág. 75, Ediar, 1971). Y especialmente en el seguro, cuando se incurre en ella por estar cu- bierto con la póliza (conf. Halperín, Contrato de seguro, nº 19, pág. 509, 2da. edición actualizada, Depalma, 1964; Vivante, C., Derecho Comercial, t. 14, vol. 1, nro. 265, pág. 320; C.N.Com., Sala B, 22-XII-1983, "Jurisprudencia Argentina", 1985‑I, pág. 205; //

                                                 ///// 

//////íd. Sala A, 11-IV-1986, "Jurisprudencia Argen- tina", 1987‑I, pág. 451; entre miríada). Siguiendo en el mismo andarivel se ha sostenido que se incurre en la "culpa grave" prevista en la ley 17.418 cuando se trata de un incumplimiento inusitado e inexplicable, que excede los casos de simple culpa (C.N.Civ., Sala F, 5-III-1970, "Jurisprudencia Argentina", t. 7, pág. 143), debiendo identificarse ese concepto más con la voluntad consciente que con el simple descuido (C.N. Com., Sala C, 10-III-1972, "El Derecho", t. 74, pág. 459), en tanto se encuentra lindando con el dolo (Sti- glitz, R., Derecho de Seguros, t. I., pág. 222, Abele- do Perrot, 1997; C.N.Com., en pleno, 8-VII-1968, "El Derecho", t. 27, pág. 144).”

      No debe perderse de vista que las infracciones a las leyes del tránsito no implican como condición nece saria la culpa del infractor desde el punto de vista civil (Ac. 38.302, sent. del 29-III-1988, “AyS”, 1988-I-457, “DJBA”, 1988, t. Pág. 298; Ac.70.399, sent. del 29-XII-1999, “DJBA”, t. 158, pág.98). Así quien comete una grave infracción de tránsito no incurre por esa //

                                                 /////

//////razón en “culpa grave”, de ser así se produciría la exclusión de cobertura con tanta frecuencia que la función del contrato de seguro contra la responsa- bilidad civil automotor se vería frustrada, quedando sin amparo una cantidad importante de siniestros en la actualidad.

      Es dentro del marco establecido que a los fines de establecer si la conducta del tomador del seguro se califica como “culpa grave”, se deben valorar las prue bas producidas en la causa.

      b. ¿Resulta adecuada la condenación en sede penal para atribuir “culpa grave” exonerativa a favor del asegurador?.

      Tal como ha quedado dicho tanto por la Suprema Corte de Justicia cuanto por este Tribunal, la exis- tencia del hecho principal constitutivo del delito como la culpa del condenado, son elementos vinculantes para la jurisdicción civil. La cosa juzgada que emana de la sentencia penal de condena alcanza no sólo al hecho principal sino a las circunstancia en que se cometió. (SCBA, Ac. 36.846 sent. 26-2-1988; este Tribu 

                                                 /////

//////nal Causa 85.433 RSD-282-7 S 27-11-2007).

      Ahora bien, vista la sentencia dictada en sede penal se advierte que Boedo resultó condenado por el delito de lesiones graves culposas agravadas en los términos del art. 94 primer y segundo párrafos con relación al art. 84 segundo párrafo del C.P.; con pie en “... que circuló en estado de alcoholemia positiva, sin el cuidado y prevención debidas, con conservación en todo momento del dominio efectivo del vehículo de acuerdo a los riesgos de la circulación y demás cir- cunstancias del tránsito y violó la prioridad de paso, resulta entonces que tanto la violación del deber de cuidado (arts. 51 inc. 3ro., 57 inc. 2º ap. c) y ccdtes. del Código de Tránsito) ...”. (fs. 548).

      No obstante lo dicho entiendo que con los pará- metros fijados en el acápite precedente, es deber de esta Alzada apartarse de la determinación de las cues- tiones violatorias de las normas del tránsito que se tuvieron en consideración en la jurisdicción penal para establecer la condena, pues de no hacerlo como ya dije se excluiría de cobertura multiplicidad de hechos 

                                                 /////

//////ilícitos que acontecen en la actualidad desna- turalizando la misión del seguro de responsabilidad civil, sobretodo cuando el mismo resulta obligatorio por imperio del art. 68 ley 24.449, art. 92 ley 11.430 hoy art. 68 del Dto. 40/07 t.o. ley 13.927.

      Así se ha de tener en consideración que el deli- to por el que resultó responsable Boedo es el de lesiones graves culposas por lo que en principio se entiende que no hubo intención en su conducta de dañar al otro, en el caso a los actores.

      A poco andar se advierte que el estado de alcoho lemia positiva (1,68 gr/l) que se debe apreciar en consonancia con la posibilidad cierta de conducir vehículos aún con peligro para la seguridad propia y de terceros y el hecho de que la cifra de alcohol en sangre no es un marcador preciso e inamovible para vincularlo con las alteraciones del sistema nervioso y depende fundamentalmente de la sensibilidad de cada individuo (fs. 26, 28 vta.).

      Súmese a esa situación fáctica que ha sido la propia jurisdicción penal la que al sentenciar hubo de 

                                                 /////

//////afirmar respecto de la conducta de Boedo que cir culaba “..., con conservación en todo momento del dominio efectivo del vehículo de acuerdo a los riesgos de la circulación y demás circunstancias del tránsito ...”, extremo que no debe minimizarse por el contra- rio, ya que es muestra clara de que el accionado esta- ba en condiciones de conducir, más allá de haber incurrido en negligencia e impericia.

      Más aún la Academia Nacional de Medicina en su informe de fs. 241 culmina diciendo que “en el caso de autos la cifra 1,68 g/l permite ubicarlo en el inicio de la embriaguez severa por lo que la sintomatología correspondería más a la etapa final de la embriaguez ligera que a la severa propiamente dicha”.

      El grado de alcoholemia con que conducía el de- mandado no implica por sí que fuera la causa del accidente, porque no trae como consecuencia la pérdida de la capacidad para comprender y conducir, muestra de ello es que Boedo producido el hecho bajo del vehículo y conversó con Saavedra (ver posición 16ta. de fs. 259/260).

                                                 /////

//////En el contexto descripto, si mi criterio resulta comprartido, la decisión firme ante la jurisdicción penal no resulta adecuada para establecer la “culpa grave” exonerativa de la indemnidad del asegurado por parte de su asegurador. Como así que valorada la prue- ba pertinente, apartando de modo previo las cuestiones que constituyen infracciones a las leyes del tránsito vehicular; he de concluir diciendo que si bien la con- ducta desplegada por el demandado Boedo en el acci- dente resulta subjetivamente reprochable, no alcanza para satisfacer los extremos requeridos para confi- gurar “culpa grave” en general y, menos aún, los “exclusivos” efectos previstos por el art. 114 de la ley 17.418.
      Ante los fundamentos dados, no habiéndose confi- gurado causa de exclusión de cobertura alguna, la cita da en garantía deberá responder en los términos de la póliza contratada.

      C. En virtud de la conclusión propuesta preceden temente, ha dicho esta Cámara en forme reiterada (v, causa nº 81.523, 82.938, 86.030, entre otras), siguien 

                                                 /////

//////do la doctrina de la casación provincial, que por el principio de apelación adhesiva -implícita- quedan sometidos al Tribunal de alzada todas aquellas cuestiones planteadas oportunamente por la parte que no apela el fallo de primera instancia en razón de serle favorable, si al examinar y acoger la apelación de la contraria resulta ser revocado, aunque lo sea parcialmente (arg. art. 272, CPCC.; S.C.B.A., A. y S. 1957-II-87; 1959-I-681; 1959-IV-563; 1960-V-269; Ac. 16.613 del 15/12/1970, DJJBA, t. 97, n° 6858; SCBA, Ac. nº 70.814 Sent. del 27-4-2005; Ac. nº 98.059 Sent. del 7-5-2008).

      Por lo dicho y de acuerdo a la condena propuesta a la aseguradora, he de considerar los rubros indemni- zatorios que prosperan y sus montos -lesiones físicas, daño moral, psíquico, daños al automotor, incapaci- dad-, única cuestión que ha quedado sin revisión en este Tribunal.

      Y analizados los mismos, considero que no exis- ten razones para apartarme de lo decidido por el iudex a-quo, por cuanto los rubros que prosperan encuentran 

                                                 /////

//////su respectivo sustento en las constancias de la causa correctamente ponderadas por el iudex, resul- tando los mismos ajustados a derecho, como asimismo, aprecio la correcta cuantificación de cada uno de ellos, no existiendo razones para apartarme de lo deci dido, lo que así dejo propuesto (v, fs. 168, fs. 180, informes de fs. 275/276, pericia médica de fs. 344/346 y vta., pericia de fs. 422/423 y vta.; arts. 165, 375, 384, 474 y concs. del CPCC.; 1067, 1068, 1069, 1078, 1079, 1083, 1086 y concs. del Código Civil). 

      D. Por todos los fundamentos dados y citas habi- das, considero que corresponde hacer lugar parcial- mente al recurso de apelación incoado por la parte actora y modificar la sentencia apelada en cuanto rechaza la citación en garantía respecto de La Meridional Compañía Argentina de Seguros SA. efectuada por el demandado, debiendo responder ésta ante las víctimas de autos en la medida de su cobertura (arts. 56, 70, 109, 114, ley 17.418).

     iii. Tasa de interés aplicable.

      Analizado el agravio traído a consideración por 

                                                 /////

//////la parte actora, si bien el mismo no puede ser atendido, corresponde confirmar parcialmente la senten cia sobre la cuestión en análisis, conforme los funda- mentos que seguidamente expondré.

     Ya ha sostenido este Tribunal en reiteradas opor- tunidades (causas 78.625, 84.881, 85.210, 85.721 en- tres otras) que en virtud de la doctrina legal sentada al respecto hasta el presente por la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia, acerca del ejercicio de la facultad que emana del dispositivo que prevé el art. 622 del Código Civil, impone la aplicación de la tasa pasiva de interés (art. 161 inc. 3-a de la Consti- tución de la Provincia de Buenos Aires).

       En efecto, si el interés previsto en el art. 622 del Código Civil tiende a resarcir al acreedor el daño patrimonial causado por la falta de cumplimiento oportuno de la obligación, no debe perderse de vista que necesariamente habrá que tener en cuenta cuál po- dría haber sido la inversión ordinaria al alcance del acreedor si hubiese recibido la acreencia en término. 

       Desde este ángulo es indudable que cualquier /

                                                 /////

//////institución bancaria le hubiese abonado única y exclusivamente la tasa pasiva vigente al momento de la inversión o sus sucesivas renovaciones. La aplicación de otra tasa alteraría inexorablemente el fin pro- puesto, alterando esa finalidad (SCBA, Ac. 49.439, del 31-VIII-1993).

       En lo que aquí concierne, se trata de fijar una tasa de interés que permita, tanto que la deuda no se vea licuada con el correr del tiempo favoreciendo al incumplidor, ni que trasunte un enriquecimiento sin justa causa a favor del acreedor.

       En ese orden, ante un nuevo y renovado análisis de la cuestión, se considera oportuno mantener la tasa pasiva fijada en la instancia de grado hasta quedar firme y consentida la sentencia condenatoria dictada y de allí en adelante fijar la tasa activa que informe el Banco de la Provincia de Buenos Aires para sus ope- raciones de cartera general a 30 días vigentes en los distintos períodos de aplicación a fin de desalentar la morosidad en el cumplimiento de la obligación reco-

                                                 /////

//////nocida judicialmente (art. 622 y c.c. del Cod. Civ.y 165 del CPCC; v. causa de este Tribunal nº 86.976).

      Con la modificación propuesta, corresponde con- firmar lo resuelto por el iudex a-quo.

      V. Por los fundamentos dados propongo hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, modificar la sentencia apelada en cuanto rechaza la citación en garantía respecto de La Meridional Compañía Argentina de Seguros SA. efectuada por el demandado, y confirmarla en lo restante que decide, como también se fija la tasa que cobra (acti- va) el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de cartera general a 30 días vigente en los distintos períodos de aplicación a partir del momento en que se encuentre firme y consentido el fallo condenatorio. Las costas deberán ser impuestas a la demandada vencida, en ambas instancias (arts. 68, 163, 165, 260, 261, 374, 375, 384, 385,394, 457, 474 y concs. del CPCC.; 902, 1102, 1109, 1113, 1137, 1195, 1199 y concs. del Código Civil; 46, 56, 70, 109; 114, 

                                                 /////

//////ley 17.418; 1, 3, 37, 65 y concs. Ley 24.240, t.o. ley 26.361, B.O. 7/4/2008; 68, ley 24.449; 48, inc. 3º, 92, y conc. Ley 11.430).

      Con la modificación propuesta, VOTO POR LA AFIR MATIVA.-

------LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

------A LA SEGUNDA CUESTION EL DOCTORA DABADIE DIJO:--

     Por los fundamentos expuestos corresponde hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la parte actora, modificar la sentencia apelada en cuanto rechaza la citación en garantía respecto de La Meridional Compañía Argentina de Seguros SA. efectuada por el demandado, y confirmarla en lo restante que decide, como también se fija la tasa que cobra (acti- va) el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de cartera general a 30 días vigente en los distintos períodos de aplicación a partir del momento en que se encuentre firme y consentido el fallo condenatorio. Las costas deberán ser impuestas a la demandada vencida, en ambas instancias (arts. 68, /

                                                  ////

//////163, 165, 260, 261, 374, 375, 384, 385,394, 457, 474 y concs. del CPCC.; 902, 1067, 1068, 1069, 1078, 1079, 1083, 1086, 1102, 1109, 1113, 1137, 1195, 1199 y concs. del Código Civil; 46, 56, 70, 109; 114, ley 17.418; 1, 3, 37, 65 y concs. Ley 24.240, t.o. ley 26.361, B.O. 7/4/2008; 68, ley 24.449; 48, inc. 3º, 92, y conc. Ley 11.430).

      ASI LO VOTO.-

------LOS SEÑORES JUECES DOCTORES CANALE Y HANKOVITS ADHIRIERON AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS-----

------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION--
                 MARIA R. DABADIE   

SILVANA REGINA CANALE    FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario

Dolores,               de marzo de 2009.-

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que 

                                                 /////

//////antecede, los que se tienen aquí por reprodu- cidos, se hace lugar parcialmente al recurso de apela- ción interpuesto por la parte actora, se modifica la sentencia apelada en cuanto rechaza la citación en garantía respecto de La Meridional Compañía Argentina de Seguros SA. efectuada por el demandado, y se con- firma en lo restante que decide, como también se fija la tasa que cobra (activa) el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus operaciones de cartera general a 30 días vigente en los distintos períodos de aplica- ción a partir del momento en que se encuentre firme y consentido el fallo condenatorio. Las costas deberán ser impuestas a la demandada vencida, en ambas instan- cias (arts. 68, 163, 165, 260, 261, 374, 375, 384, 385,394, 457, 474 y concs. del CPCC.; 902, 1067, 1068, 1069, 1078, 1079, 1083, 1086, 1102, 1109, 1113, 1137, 1195, 1199 y concs. del Código Civil; 46, 56, 70, 109; 114, ley 17.418; 1, 3, 37, 65 y concs. Ley 24.240, t.o. ley 26.361, B.O. 7/4/2008; 68, ley 24.449; 48, inc. 3º, 92, y conc. Ley 11.430).

                                                 /////

//////Regístrese, notifíquese y devuélvase.-

                MARIA R. DABADIE 

SILVANA REGINA CANALE      FRANCISCO AGUSTIN HANKOVITS

                   GASTON DOZO

               Abogado-Secretario
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